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INTRODUCCIÓN

La evolución contemporánea del ordenamiento jurídico venezolano, observada 
críticamente en este año 2026, impone una reflexión estructural y dogmática que tras-
ciende con creces el análisis meramente coyuntural de la política económica o la cró-
nica de la praxis transaccional corriente. Durante las últimas décadas, el Derecho en 
Venezuela ha sufrido una mutación ontológica, ha dejado progresivamente de operar 
como un sistema de coordinación social basado en reglas generales, abstractas, neutra-
les y estables, para ser instrumentalizado como un mecanismo de dirección económica 
e intervención centralizada. Esta metamorfosis se ha materializado a través de una 
severa proliferación normativa, una fragmentación regulatoria atomizada y una expan-
sión hipertrófica de potestades administrativas de carácter eminentemente discrecional.

Este fenómeno, sin embargo, no puede explicarse ni abordarse únicamente desde 
una perspectiva cuantitativa o en términos de un simple exceso regulatorio o buro-
crático. En realidad, responde a una transformación basal y cualitativa mucho más 
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profunda: la paulatina y sistemática sustitución del Derecho Privado como eje estruc-
tural y vertebrador del sistema jurídico general, por un modelo de dominación absoluta 
del Derecho Público. En esta arquitectura intervencionista, la intromisión estatal en 
la esfera de los particulares deja de ser una medida excepcional y sujeta a escrutinio 
estricto para convertirse en la regla general de orden público. En este severo contexto 
de publicitación de las relaciones económicas, la autonomía de la voluntad y la libertad 
de empresa, tradicionalmente concebidas por la tradición romano-germánica como los 
pilares fundamentales del orden jurídico y de la generación de riqueza, han sido pro-
gresivamente desplazadas, confinadas a un rol marginal o supeditadas a la tutela del 
Estado administrador.

La llamada apertura económica y la flexibilización fáctica que se han venido 
observando en los últimos años en el mercado venezolano no alteran, bajo un análisis 
riguroso, esta preocupante realidad estructural. Lejos de constituir un retorno formal al 
Estado de Derecho, nos enfrentamos a un proceso marcadamente pragmático, de desre-
gulación selectiva o tolerancia administrativa, que coexisten de manera precaria con un 
marco institucional severamente debilitado y carente de contrapesos jurisdiccionales 
eficaces. Como con acierto ha señalado la doctrina nacional, la verdadera seguridad 
jurídica y la atracción de capitales de larga maduración no pueden construirse jamás 
sobre la base de excepciones regulatorias, dispensas ad-hoc o privilegios sectoriales 
otorgados discrecionalmente; por el contrario, la confianza legítima sólo germina sobre 
la existencia de reglas generales, preexistentes, estables, previsibles y universalmente 
aplicables.1

En consecuencia, el presente trabajo sostiene y desarrolla la tesis de que la cri-
sis multidimensional del sistema jurídico venezolano debe analizarse necesariamente 
desde una perspectiva estructural y de diseño institucional. El remedio a la parálisis 
y al riesgo país no se agota en una agenda de simplificación de trámites o en la mera 
reducción cuantitativa de la carga regulatoria vigente. El desafío real radica en recon-
figurar el fundamento mismo del modelo normativo; una tarea impostergable que pasa 
por restituir con firmeza al Derecho Privado su función histórica y científica como eje 
organizador del sistema, rescatando las instituciones del contrato, la propiedad y la 
libre empresa como los verdaderos motores de la reconstrucción económica y la certi-
dumbre corporativa.

1	 Andrea Rondón García, El control social a través del derecho: Del Estado regulador al Estado interventor (Caracas: Edi-
torial Galipán, 2021), 45–47.
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1. El contexto histórico-jurídico de 2026: más allá de la apertura 
económica coyuntural

El contexto jurídico venezolano contemporáneo se caracteriza por una tensión 
estructural entre la aparente flexibilización económica y la persistencia de un marco 
normativo inherentemente inestable. Esta dualidad genera un entorno en el cual la in-
versión puede ser formalmente permitida, pero materialmente desincentivada por la 
ausencia de previsibilidad jurídica. Desde una perspectiva institucional, los procesos 
exitosos de apertura económica han estado acompañados de reformas orientadas al 
fortalecimiento del Estado de Derecho, la independencia judicial y la estabilidad nor-
mativa. En contraste, en el caso venezolano, la liberalización parcial ha operado sin una 
transformación integral del sistema jurídico, dando lugar a un modelo de apertura sin 
institucionalización.2

Esta realidad se ve agravada por la proliferación de regímenes jurídicos especia-
les, tales como autorizaciones sectoriales, incentivos discrecionales y zonas económi-
cas con regulación diferenciada. Aunque estas herramientas pueden generar beneficios 
de corto plazo, contribuyen a la fragmentación del ordenamiento y erosionan la cohe-
rencia sistémica.3 Desde la perspectiva del ejercicio corporativo, esta situación genera 
un incremento significativo del riesgo jurídico. La estructuración de inversiones, la eje-
cución de contratos y el cumplimiento normativo dejan de descansar sobre reglas cla-
ras, y pasan a depender, en gran medida, de variables institucionales y administrativas.

En primer lugar, para comprender la anomalía de este modelo, resulta ilustrativo 
acudir al análisis comparado con los grandes procesos de transición económica del 
último tercio del siglo XX. Las transiciones post socialistas de Europa del Este y la 
reforma estructural chilena demostraron que el desmontaje de la planificación centrali-
zada exige, como conditio sine qua non, una robusta seguridad jurídica de instalación 
y de ejercicio. En Polonia y la República Checa, por ejemplo, la mutación hacia una 
economía de mercado no se fundamentó en la tolerancia administrativa, sino en refor-
mas constitucionales de los derechos de propiedad y en la recepción de las pautas del 
soft law de la OCDE.4 Por su parte, la experiencia de liberalización en Chile evidenció 
que la atracción de capitales de larga maduración requiere de un marco de reglas claras 
que actúe como un ancla institucional frente a las pulsiones discrecionales del poder 

2	 Rogelio Pérez Perdomo, Justicia y política en la historia de Venezuela (Segunda mitad del siglo XX y principios del XXI) 
(Caracas: Academia Nacional de la Historia, 2019), 312–318.

3	 Allan R. Brewer-Carías, Crónica de la destrucción de las libertades económicas y de la libertad de empresa en Venezuela 
(2001–2012) (Caracas: Editorial Jurídica Venezolana, 2013), 89–95.

4	 Leszek Balcerowicz, “Transition to the Market Economy: Poland, 1989–93 in Comparative Perspective,” Economic 
Policy 9, no. 19 (diciembre 1994): 81–85.
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público.5 El modelo venezolano actual diverge diametralmente de estas experiencias, 
pues pretende dinamizar los flujos comerciales manteniendo intactas las prerrogativas 
de un Estado administrativo omnipotente, generando lo que la ciencia económica defi-
ne como “capitalismo clientelar o de acceso”6, donde el éxito transaccional depende de 
la cercanía con el regulador y no de la competitividad en el mercado.

Esta precarización institucional se refleja con nitidez al evaluar los indicadores 
internacionales de Estado de Derecho. De acuerdo con los datos históricos y consoli-
dados del World Justice Project (WJP) Rule of Law Index, Venezuela se ha ubicado 
persistentemente en la última posición global (puesto 142 de 142 en 2024, y puesto 
143 de 143 en 2025), ostentando las puntuaciones más bajas del planeta en los factores 
críticos de límites al poder gubernamental, justicia civil libre de influencias indebidas 
y cumplimiento normativo.7 Este colapso de los índices de gobernanza e instituciona-
lidad arrastra consigo una consecuencia económica directa: la contracción severa y la 
desnaturalización de la Inversión Extranjera Directa (IED). Los reportes de la Confe-
rencia de las Naciones Unidas sobre Comercio y Desarrollo (UNCTAD) confirman 
que mientras las economías de la región capturan flujos estables de IED orientados a la 
infraestructura y la transferencia tecnológica, el flujo de capitales hacia Venezuela se 
ha visto constreñido a operaciones de mera mitigación, reestructuraciones de pasivos 
o capitales especulativos de corto plazo, ante la total imposibilidad de modelar tasas 
de retorno en proyectos de largo aliento bajo un ecosistema de altísima volatilidad 
regulatoria.8

En consecuencia, frente a este severo déficit de protección interna, el ejercicio 
corporativo sofisticado ha tenido que desplazar el eje de resolución de controversias 
fuera de las fronteras de la República. El arbitraje internacional de inversiones y el 
arbitraje comercial internacional han pasado de ser meras cláusulas de estilo a cons-
tituir el principal mecanismo de mitigación del riesgo regulatorio. Al amparo de los 
Tratados Bilaterales de Inversión aún vigentes, o mediante la sofisticada estructuración 
de pactos de accionistas de compañías mixtas, el arbitraje internacional opera como 
un sustituto funcional de la justicia local, ofreciendo a los operadores económicos un 
foro neutral y técnicamente idóneo. Sin embargo, este blindaje transaccional tiene lí-
mites; la efectividad del arbitraje internacional tropieza a menudo con las barreras de 

5	 Sebastián Edwards y Alejandra Cox Edwards, Monetarism and Liberalization: The Chilean Experiment (Chicago: Uni-
versity of Chicago Press, 1991), 201–205.

6	 Raghuram G. Rajan y Luigi Zingales, Saving Capitalism from the Capitalists: Unleashing the Power of Financial Markets 
to Create Wealth and Spread Opportunity (Princeton: Princeton University Press, 2004), 182–186

7	 World Justice Project, WJP Rule of Law Index 2025 (Washington, DC: World Justice Project, 2025), 24–27; 143 (reporte 
específico sobre la República Bolivariana de Venezuela).

8	 United Nations Conference on Trade and Development (UNCTAD), World Investment Report 2025: Investing in Sustai-
nable Energy for All (Geneva: United Nations, 2025), 45–52.

El ocaso de la hiperregulación: Hacia la reconstrucción del Derecho Privado como eje del Sistema Jurídico Venezolano
Jesús A. Dávila   .   Anapaula Pérez Branger



163

Revista Venezolana de Derecho Mercantil
n.º 16 . 2026

ejecución interna impuestas por la jurisprudencia de la Sala Constitucional del Tribunal 
Supremo de Justicia,9 confirmando que los mecanismos alternativos son paliativos con-
tractuales de gran valor, pero incapaces de subrogar la ausencia sistémica de un poder 
judicial independiente.

2. La hipertrofia del estado y la vocación de expansión del derecho 
público

El fenómeno de la hipertrofia del Estado se traduce no solo en un incremento 
cuantitativo de normas, sino en una transformación cualitativa de la relación entre el 
poder público y los particulares. Este cambio implica la sustitución del principio de 
libertad por un modelo basado en autorizaciones, controles y supervisión constante. 
Como ha señalado Pérez Perdomo, la evolución institucional venezolana ha estado 
marcada por una creciente expansión del aparato estatal hacia ámbitos tradicionalmen-
te reservados a la autonomía privada.10 En la misma línea, Brewer-Carías ha documen-
tado cómo este proceso ha derivado en la consolidación de un Estado administrativo 
con amplias potestades regulatorias y sancionatorias.11

Desde el punto de vista estructural, este modelo implica una inversión del prin-
cipio clásico de libertad: mientras que en un sistema liberal el particular puede hacer 
todo aquello que no esté prohibido, en el modelo actual la actividad económica tiende 
a estar condicionada por autorizaciones previas o controles administrativos. La expan-
sión del poder sancionatorio agrava esta situación. La proliferación de ilícitos adminis-
trativos y la severidad de las sanciones reflejan una tendencia hacia la “penalización” 
del Derecho Administrativo, con efectos directos sobre la seguridad jurídica y la toma 
de decisiones económicas.12 Asimismo, este modelo ha impactado la cultura jurídica, 
generando una creciente dependencia de la regulación estatal y reduciendo el espacio 
para la autorregulación privada.

Considerando lo anteriormente expuesto, para comprender la raíz teórica de este 
desplazamiento, resulta imperativo establecer una rigurosa distinción dogmática entre 
el Estado regulador y el Estado interventor. El primero, propio de las economías de 

9	 Andrea Cruz Suárez y Gabriel Sira Santana, “El arbitraje según la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia,” 
Anuario de la Academia Nacional de Ciencias Políticas y Sociales, no. 1 (2021): 334–340; Tribunal Supremo de Justicia 
(Venezuela), Sala Constitucional, Sentencia N.º 1541 (Caso: Astivenca), 17 de octubre de 2008.

10	 Rogelio Pérez Perdomo, Los abogados en Venezuela: Una historia de la profesión (1780–2004) (Caracas: Universidad 
Metropolitana, 2004), 223–230.

11	 Allan R. Brewer-Carías, El derecho administrativo y la expropiación del Estado de Derecho en Venezuela (Caracas: Edi-
torial Jurídica Venezolana, 2004), 56–63.

12	 Franklin Gorrín Alfonzo, Régimen jurídico de las regulaciones económicas (Caracas: Universidad Central de Venezuela, 
2012), 145–152.
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mercado integradas, asume una función subsidiaria orientada a corregir fallas de mer-
cado correspondiente a asimetrías de información, monopolios naturales o externali-
dades negativas y a preservar las condiciones de libre competencia mediante agencias 
independientes que dictan reglas generales y neutrales. El segundo, busca sustituir los 
mecanismos de mercado y los vectores de precios por decisiones burocráticas orienta-
das al control de los procesos de producción, distribución y consumo.13 En el ecosis-
tema venezolano, la mutación institucional no devino en un modelo regulatorio de efi-
ciencia, sino en la instauración de un Estado centralizado e interventor, cuya vocación 
expansionista desnaturaliza el marco transaccional ordinario al politizar e ideologizar 
las directrices macroeconómicas.

Esta sistemática invasión fáctica e institucional colisiona frontalmente con el 
principio de proporcionalidad, entendido como un límite infranqueable a la actividad 
de limitación del Estado. La dogmática administrativa contemporánea exige que toda 
medida restrictiva de los derechos económicos supere un triple test correspondiente a 
idoneidad, necesidad en relación a inexistencia de un medio alternativo menos gravoso 
para la libertad individual y proporcionalidad en sentido estricto, para que los bene-
ficios públicos de la restricción superen los sacrificios impuestos al interés privado. 
Al evaluar el ordenamiento económico venezolano bajo esta matriz, se evidencia una 
ausencia palmaria de ponderación técnica. La imposición de regímenes de precios fijos, 
los esquemas punitivos de control de márgenes de ganancia y las licencias de importa-
ción discrecionales constituyen medidas desproporcionadas que lesionan el contenido 
esencial de las libertades constitucionales económicos, persiguiendo metas políticas a 
expensas de la viabilidad operativa del sector privado.

Bajo este prisma de penalización del derecho administrativo de control, se hace 
evidente que ha transformado de forma radical el impacto en los programas de com-
pliance corporativo. Tradicionalmente concebido como estructuras voluntarias de mi-
tigación de riesgos para salvaguardar la reputación de la firma, el compliance en el 
entorno corporativo venezolano ha tenido que transmutar hacia un modelo defensivo y 
de supervivencia ante la asfixia regulatoria. Las corporaciones se ven obligadas a des-
viar recursos productivos hacia la estructuración de robustas unidades de cumplimiento 
penal-administrativo, no para garantizar estándares éticos globales o la libre competen-
cia, sino para evitar la materialización de riesgos catastróficos tales como la ocupación 
temporal de establecimientos comerciales, la confiscación fáctica de inventarios o la 
privación de libertad de los administradores societarios bajo tipos penales en blanco 
tipificados en legislaciones penales de emergencia.

13	 Gaspar Ariño Ortiz, Principios de Derecho Público Económico: Modelo de Estado, gestión pública, regulación económi-
ca, 5.ª ed. (Granada: Editorial Comares, 2004), 189–211.
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Finalmente, al realizar un análisis riguroso de este fenómeno resulta menester 
considerar sus costos regulatorios y eficiencia económica desde la óptica del análisis 
económico del derecho. La hipertrofia administrativa genera una pesada carga transac-
cional que puede llegar a destruir el excedente económico, ahogando la productividad 
nacional, por lo cual no se trata únicamente de los costos regulatorios directos en rela-
ción a tasas, aranceles y el sostenimiento de una pesada burocracia, sino fundamental-
mente de costos regulatorios indirectos, representados por el coste de oportunidad del 
capital inmovilizado, los retrasos estructurales en la cadena de suministro por trámites 
burocráticos y la destrucción de incentivos adecuados para la innovación. Al elevar 
de manera artificial las barreras de entrada al mercado, el ordenamiento hiperregulado 
produce fallas regulatorias que resultan más dañinas que las fallas que pueda llegar a 
tener el mismo mercado. La paradoja resulta en que la solución, que busca regular en 
exceso para evitar fallas, genera peores consecuencias y resultados, desembocando en 
informalidad económica y a largo plazo deprimiendo el bienestar social general.

3. El Código de Comercio: testimonio de un pasado liberal y semillero de 
innovación

En contraste con la expansión del Derecho Público, el Código de Comercio vene-
zolano constituye una referencia normativa basada en principios del Derecho Privado 
liberal. Su relevancia no radica en su antigüedad, sino en la vigencia de los principios 
que lo sustentan. Como destaca Morles Hernández, el Derecho Mercantil venezolano 
se estructuró sobre la base de la libertad de empresa, la autonomía de la voluntad y la 
mínima intervención estatal.14 Por su parte, Hernández-Breton subraya que este cuer-
po normativo ha sido fundamental para garantizar la seguridad jurídica en el tráfico 
mercantil.15 En el contexto contemporáneo, estos principios adquieren renovada rele-
vancia. La evolución de la economía digital y la aparición de nuevas formas de contra-
tación evidencian que la innovación jurídica no depende necesariamente de la creación 
de nuevas normas, sino de la correcta aplicación de principios existentes.

Desde la práctica empresarial, el Derecho Privado continúa desempeñando un 
papel central en la estructuración de relaciones económicas, particularmente a través 
de mecanismos contractuales complejos que permiten mitigar los riesgos derivados de 
la inestabilidad normativa.

14	 Alfredo Morles Hernández, Curso de derecho mercantil, 6.ª ed., t. I (Caracas: Universidad Católica Andrés Bello, 2016), 
33–40.

15	 Eugenio Hernández-Breton, Notas para la historia del derecho mercantil venezolano (Caracas: Academia de Ciencias 
Políticas y Sociales, 2019), 67–75.
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Lejos de quedar obsoleto ante la vertiginosa transformación de los mercados 
contemporáneos, la intersección entre el Derecho mercantil y la economía digital ha 
puesto de manifiesto la resiliencia institucional del Código de Comercio. La desmate-
rialización de los actos de comercio y el auge del comercio electrónico no quiebran la 
estructura del viejo código decimonónico, sino que se subsumen de forma natural bajo 
sus premisas fundamentales. El principio de equivalencia funcional, ya presente de for-
ma embrionaria en la libre apreciación de las formas, permite que los intercambios de 
bienes y servicios a través de plataformas virtuales encuentren una cobertura analítica 
perfecta en las nociones de oferta, aceptación y perfeccionamiento del consentimiento.

Esta ductilidad dogmática adquiere una dimensión disruptiva al evaluar el im-
pacto de los contratos inteligentes (smart contracts) y la tecnología de contabilidad dis-
tribuida o blockchain. La doctrina mercantilista más avanzada advierte que un contrato 
inteligente no es una categoría jurídica ajena al Derecho Privado, sino una modalidad 
de ejecución automatizada de la voluntad programada.16 En el entorno venezolano, 
huérfano de regulaciones específicas de vanguardia y asfixiado por las trabas del regis-
tro público tradicional, la tecnología blockchain y el uso de cripto activos han emergido 
como canales alternativos para asegurar la fe pública privada y mitigar los riesgos de 
contraparte. La validez de estos pactos tecnológicos no depende de la sanción de una 
ley habilitante de cripto mercados, sino de la autonomía contractual protegida por el 
Código de Comercio, el cual, al concebir las obligaciones mercantiles sobre la base de 
la buena fe y el tráfico fluido, valida cualquier arquitectura privada de distribución de 
riesgos que las partes libremente decidan implementar.

Asimismo, este dinamismo corporativo se nutre sustancialmente del soft law en 
el comercio internacional. Ante la parálisis legislativa local y la brecha técnica del 
Estado interventor, los operadores económicos internacionales y locales recurren ma-
sivamente a los Principios de la UNIDROIT sobre los Contratos Comerciales Inter-
nacionales, los usos de la Cámara de Comercio Internacional (como los Incoterms) y 
las leyes modelo de la CNUDMI (UNCITRAL). Este cuerpo normativo transnacional, 
ajeno a la soberanía de los Estados pero dotado de una altísima autoridad científica y 
transaccional, se integra al ordenamiento venezolano de nuestro Código de Comercio.

Una reforma legislativa liberal y moderna no debería apuntar a la introducción 
de controles públicos o supervisiones burocráticas, sino a la simplificación radical de 
las estructuras societarias. El debate corporativo actual exige la adopción de figuras de 
éxito global, como las Sociedades por Acciones Simplificadas (SAS), la digitalización 

16	 Ihor Fetsyak, “Contratos Inteligentes: Análisis Jurídico Desde El Marco Legal Español”, Revista Electrónica de Derecho 
de la Universidad de La Rioja (REDUR), No. 18 (diciembre 2020): 197–236.
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definitiva del Registro de Comercio mediante firmas electrónicas descentralizadas, el 
establecimiento claro de deberes de diligencia y lealtad para los administradores socia-
les (fiduciary duties) y la flexibilización de los regímenes de aumentos y reducciones 
de capital social, eliminando las obsoletas rigideces nominalistas que entorpecen la 
capitalización de las startups y el capital de riesgo en el país.17 En definitiva, desde la 
práctica empresarial, el Derecho Privado continúa desempeñando un papel central en 
la estructuración de relaciones económicas, particularmente a través de mecanismos 
contractuales complejos que permiten mitigar los riesgos derivados de la inestabilidad 
normativa.

4. La libertad contractual como raíz esencial de la libertad constitucional

La libertad contractual constituye uno de los pilares fundamentales del orden 
jurídico, en tanto permite a los individuos estructurar sus relaciones jurídicas conforme 
a sus intereses. Esta facultad no es una creación del Estado, sino una manifestación de 
la autonomía individual. De acuerdo con la doctrina de Melich Orsini, la libertad con-
tractual debe entenderse como un derecho preexistente que el orden jurídico reconoce 
y protege, y no como una concesión normativa.18 Desde una perspectiva constitucional 
se sostiene que la libertad económica forma parte del núcleo esencial del sistema de-
mocrático. En este sentido, la libertad contractual no puede ser subordinada sin límites 
a la intervención estatal. Su restricción excesiva compromete no solo la eficiencia eco-
nómica, sino también la coherencia del sistema jurídico.19 En la práctica, la erosión de 
este principio se manifiesta en la imposición de condiciones regulatorias que alteran el 
equilibrio entre las partes, afectando la autonomía privada.

Esta inmanencia de las libertades del mercado exige desentrañar dogmáticamen-
te el contenido esencial de los derechos económicos. El núcleo duro de la libertad de 
empresa y de la libre contratación no puede ser desdibujado ni vaciado de utilidad 
práctica por la vía de la reglamentación legal. El contenido esencial actúa como una 
barrera inmunitaria frente a las potestades exorbitantes de la administración pública; 
abarca tanto la libertad de conclusión, la prerrogativa irrestricta de decidir si se contrata 
y con quién se contrata, como la libertad de configuración interna, la potestad de fijar el 
objeto, los precios, los términos de asignación de riesgos y los remedios contractuales 
ante el incumplimiento. Cuando el Estado interviene interfiriendo coactivamente en la 
fijación de estos márgenes de ganancia o imponiendo la prórroga obligatoria de rela-

17	 Organización de los Estados Americanos (OEA), Ley Modelo sobre la Sociedad por Acciones Simplificada, Resolución 
AG/RES. 2906 (XLVII-O/17) (Washington, DC: Secretaría General de la OEA, 2017), arts. 1-4.

18	 José Melich Orsini, Doctrina general de los contratos, 4.ª ed. (Caracas: Editorial J. Rapisarda, 2006), 89–96.
19	 Andrea Rondón García, La constitución económica y la vulneración del derecho de propiedad, 61–68.
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ciones jurídicas extinguidas, no está regulando el derecho sino que está traspasando la 
frontera de su contenido esencial, transmutando la ordenación económica en una con-
fiscación fáctica de la autonomía privada.

La determinación de los límites constitucionales a la regulación se erige en una 
tarea técnica inapelable para el constitucionalismo mercantil. Si bien la libertad con-
tractual no es un derecho absoluto y coexiste con la función social de la propiedad y los 
fines del Estado de bienestar, sus restricciones válidas deben estar sujetas a un estricto 
principio de legalidad y reserva legal, estando proscrita la delegación de potestades 
legislativas en agencias administrativas de control para crear prohibiciones ex novo. 
La regulación económica sólo es constitucionalmente legítima cuando se fundamenta 
en la razonabilidad, no altera la libre competencia, respeta los derechos adquiridos y se 
limita a encauzar el mercado en lugar de asfixiarlo o suplantarlo.

5. Hacia la inversión del paradigma: el derecho privado como base del 
modelo regulatorio

La superación del modelo actual exige un cambio de paradigma que restituya al 
Derecho Privado como base del sistema regulatorio. Este enfoque implica reconocer 
que la coordinación económica puede lograrse, en gran medida, mediante la interac-
ción voluntaria entre particulares. Como ha señalado Gorrín Alfonzo, la intervención 
estatal debe limitarse a supuestos en los cuales existan fallas de mercado claramente 
identificables. Este enfoque permite diseñar regulaciones más eficientes y menos inva-
sivas.20 Desde la perspectiva empresarial, un sistema basado en la autonomía privada 
reduce costos de transacción, aumenta la previsibilidad y fomenta la inversión. Por el 
contrario, la hiperregulación tiende a generar ineficiencias y obstaculizar el desarrollo 
económico.21 En consecuencia, la regulación debe concebirse como una herramienta 
subsidiaria, sujeta a criterios de necesidad, proporcionalidad y razonabilidad.

Bajo la óptica analítica del Análisis Económico del Derecho, este cambio de 
paradigma encuentra su justificación científica definitiva en el célebre Teorema de 
Coase. La escuela del realismo institucional demuestra que, en entornos con costes 
de transacción tendientes a cero, el mercado asignará los recursos hacia sus usos más 
eficientes independientemente de la asignación inicial de derechos de propiedad, 
siempre que dichos derechos estén nítidamente delimitados. La hiperregulación 
venezolana ha operado de forma inversa, al multiplicar exponencialmente los costos 
de transacción a través de trabas burocráticas, opacidad e inestabilidad normativa, ha 

20	 Franklin Gorrín Alfonzo, Régimen jurídico de las regulaciones económicas, 201–205.
21	 Allan R. Brewer-Carías, El derecho administrativo y la expropiación del Estado de Derecho, 120–128.
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impedido la natural clearing del mercado. Restituir el Derecho Privado significa diseñar 
normas que reduzcan la fricción transaccional, asumiendo que los contratos libres y los 
incentivos de precios individuales coordinan la escasez de forma infinitamente más 
óptima y científica que las planificaciones centralizadas de la burocracia estatal.

Esta preeminencia de los acuerdos inter partes se halla íntimamente ligada a la 
dimensión operativa del principio de subsidiariedad. Entendido esto, el principio de 
subsidiariedad prescribe que el Estado debe abstenerse de asumir funciones que los 
particulares, las empresas y las comunidades intermedias pueden desarrollar de manera 
eficiente por sí mismos. En la nueva arquitectura regulatoria que demanda el país, el 
ordenamiento público debe dar un paso al costado para operar exclusivamente como un 
agente de soporte de segundo piso. La intervención estatal ya no puede ser entendida 
como un fin en sí mismo para el control social, sino como una última ratio de carácter 
estrictamente excepcional, cuya misión excluyente consiste en blindar los derechos de 
propiedad, asegurar la ejecución forzosa de las obligaciones lícitamente contraídas y 
remover las distorsiones que obstruyan el libre juego de la oferta y la demanda.

Finalmente, el análisis del rol del Derecho Privado en las economías emergentes 
y en transición demuestra que los marcos normativos fundados en la libertad contrac-
tual son el motor real del milagro económico en la periferia global. Experiencias con-
temporáneas en el Sudeste Asiático y en los antiguos bloques de planificación centrali-
zada evidencian que los países que lograron revertir el estancamiento estructural no lo 
hicieron perfeccionando sus códigos de derecho administrativo sancionatorio, sino ro-
busteciendo sus códigos civiles y mercantiles. En entornos de economías emergentes, 
caracterizados por la volatilidad macroeconómica externa, el Derecho Privado opera 
como un verdadero amortiguador institucional contracíclico, dotando a los comercian-
tes de la flexibilidad necesaria para renegociar contratos, adaptar sociedades y rees-
tructurar pasivos corporativos a través de la mediación y el arbitraje institucionalizado, 
sin depender de la lenta e ineficiente respuesta de las agencias gubernamentales. En 
consecuencia, la regulación debe concebirse como una herramienta subsidiaria, sujeta 
a criterios de necesidad, proporcionalidad y razonabilidad.

6. Reflexiones finales

El análisis desarrollado demuestra que el problema del sistema jurídico venezo-
lano no puede reducirse a un exceso de regulación, sino que responde a una transfor-
mación estructural más profunda que corresponde a la alteración del equilibrio entre 
Derecho Público y Derecho Privado. La aparente apertura económica, en ausencia 
de una reconstrucción institucional, resulta insuficiente para garantizar la seguridad 
jurídica. La previsibilidad normativa continúa siendo un elemento crítico para el de-
sarrollo económico.
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En este contexto, la reivindicación del Derecho Privado se presenta como una 
necesidad funcional. La autonomía de la voluntad, la libertad contractual y la segu-
ridad jurídica constituyen pilares fundamentales para la reconstrucción del sistema. 
Finalmente, la inversión del paradigma regulatorio ofrece una vía para restablecer la 
coherencia del orden jurídico y promover un entorno favorable para la actividad eco-
nómica. La consolidación de este modelo dependerá no sólo de reformas normativas, 
sino de una transformación en la cultura jurídica.

La abierta insuficiencia del modelo de apertura económica sin institucionaliza-
ción que ha caracterizado la praxis transaccional reciente, la flexibilización fáctica del 
mercado, la tolerancia administrativa y la proliferación de dispensas ad-hoc o regíme-
nes económicos especiales no constituyen, bajo ningún concepto, un retorno formal al 
Estado de Derecho ni una fuente generadora de seguridad jurídica real. La confianza 
legítima de los operadores económicos y la atracción de inversiones de gran enverga-
dura no pueden germinar sobre el terreno movedizo de la gracia gubernamental o el 
privilegio sectorial de corto plazo.

En síntesis, resulta imperativo señalar la urgente necesidad de someter la acti-
vidad regulatoria del Estado a un estricto tamiz de proporcionalidad, razonabilidad y 
subsidiariedad. La hipertrofia expansionista de las potestades administrativas ha des-
naturalizado el marco transaccional ordinario, transmutando el derecho administrativo 
económico en un aparato eminentemente punitivo que destruye el excedente económi-
co a través de pesados costos transaccionales directos e indirectos.

Al vaciar de contenido esencial las libertades constitucionales de empresa y de 
configuración interna del contrato mediante la fijación coactiva de márgenes o prórro-
gas obligatorias, el Estado no ha corregido fallas de mercado, sino que ha generado fa-
llas regulatorias sistémicas sustancialmente más lesivas, forzando al sector corporativo 
a un compliance de pura supervivencia defensiva.

El verdadero vector de reconstrucción nacional no pasa por la sofisticación del 
derecho público sancionatorio, sino por la inversión radical del paradigma normativo 
para restituir al Derecho Privado su función histórica y científica como eje vertebrador 
del sistema jurídico.
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